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Corresponde desatar el recurso de apelación interpuesto por el procesado MODESTO ARBOLEDA CASTAÑO contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día treinta (30) de diciembre de 2004, providencia por medio de la cual se le negó el beneficio de la prisión domiciliaria.  

1.- PROVIDENCIA 

El a quo recordó que el procesado, además de haber sido condenado por el delito de peculado por apropiación, le figuran en su pasado varias anotaciones penales, entre ellas, una por hurto calificado y agravado (copia de la providencia reposa en el expediente con su constancia de ejecutoria). Esta circunstancia, a su juicio, impide inferir una muestra de arrepentimiento que permita la excarcelación de la manera pretendida.  

Con los precedentes existentes, mal puede hacerse un pronóstico favorable sobre un comportamiento futuro. 

Por lo tanto, como no se cumple el requisito objetivo del artículo 38 del Código Penal y como existen antecedentes penales que impiden aplicar la ley 750 de 2002, la prisión domiciliaria es improcedente. 

2.- RECURSO 

Alega que dentro del proceso por peculado se indemnizó a las víctimas, pero esto no fue tenido en cuenta al momento de dosificar la pena. Además, que no podía condenársele por peculado porque no tenía la calidad de servidor público y que la cuantía de lo apropiado fue mal apreciada. 

Por otro lado, rechaza la forma como el Juzgado de Ejecución de Penas revisó su pasado judicial, pues ello, como su nombre lo indica, debe quedar rezagado. 

Considera que la prisión domiciliaria es procedente por su avanzada edad y porque es padre cabeza de familia.  

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Como primera medida, la Sala debe rechazar de manera acérrima las objeciones que hace el procesado acerca de la imputación jurídica de la que fue objeto y de la forma como le dosificaron la pena, pues ello es una discusión que sólo le competía a las instancias de juzgamiento. Si el procesado guardó silencio luego de la sentencia de primera instancia y la misma causó ejecutoria, debe someterse por completo a la decisión que en su contra se estructuró. 

Con relación a la prisión domiciliaria, debemos recordar que el Código Penal la instituyó como sustitutiva de la de privación formal de la libertad, consistente en la posibilidad de que la ejecución de la sanción se cumpla en el lugar de residencia del sentenciado o en el lugar que el Juez determine, siempre que se llenen dos requisitos: objetivo
 y subjetivo.
 

De presentarse el cumplimiento del aspecto objetivo, se debe efectuar un juicio de suposición para determinar si el  sentenciado  pondrá o no en peligro a la comunidad o evadirá el cumplimiento de la pena. Esa deducción debe ser seria, motivada y fundada.

En el caso particular, lo objetivo se cumple a cabalidad, sin embargo, en lo relacionado con las condiciones personales del procesado no se puede dar un concepto de viabilidad, habida consideración a que los elementos de juicio con los cuales se cuenta en el plenario, conllevan a pensar que estamos frente a un individuo insensible y alimentado permanentemente por un vil ánimo económico (basta ver sus múltiples anotaciones criminales).

Insiste el procesado en su avanzada edad como argumento a su favor, pero si el haber sido sexagenario no impidió la consumación de varios delitos, tampoco puede esa circunstancia impedir la drasticidad de la sanción impuesta. 

En este orden de ideas, es perentoria la reclusión formal en aras de la prevención general que inspiran las penas. La decisión revisada merece confirmación integral. 

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y que ha sido objeto de revisión. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
� Que la sentencia se haya impuesto por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión, o menos.


� Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al operador jurídico deducir seria, fundada y motivadamente que no pondrá en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena.
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